STJSL-S.J. – S.D. Nº 150/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a veinticuatro días de agosto de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ORTIZ PAUL ADRIÁN c/ ASOCIART S.A. ASEGURADORA DE RIESGO DEL TRABAJO s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 221909/11.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el Art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la Ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la Ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, dijo: 1) Que a fs. 357/362 vta., se presentan los apoderados de ASOCIART S.A. ART y fundan Recurso de Casación interpuesto a fs. 353, contra la Sentencia Nº 93 de fecha 31/03/15 (fs. 345/350), dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1, de la Segunda Circunscripción Judicial.

Manifiestan que la sentencia confirmada por la Excma. Cámara,  incurre en ambos supuestos previstos en el art. 287 incs. a y b del CPC y C., esto es, aplica una norma o ley que no corresponde (condena en base a las previsiones del Código Civil, arts. 1113 cc. y ss.) y deja de aplicar la norma que corresponde a dicho supuesto, esto es la ley N° 24.557.

Sostienen, que no se encuentra acreditada la violación a las garantías constitucionales, que dijeron conculcadas, cabe concluir sobre la validez constitucional del art. 39 de la ley N° 24.557 y la arbitrariedad del fallo, que desconociendo los argumentos vertidos, resuelve en forma infundada, su inaplicabilidad de autos. 

2) Que a fs. 384/386 vta., contesta traslado el actor, solicitando el rechazo del recurso, con costas.

Alega que la sentencia, se encuentra debidamente fundada. Que se promovió una acción civil y la aseguradora casi nada aportó como prueba al proceso. No probó asistencia de prevención y capacitación; no argumentó ni probó culpa de la víctima; no ofreció, en síntesis, prueba relevante que la eximiera de responsabilidad. Solo se observan especulaciones y reformulaciones de planteos, ya hechos en la contestación de la demanda y oportunamente resueltos.

Considera, que en definitiva, el recurrente no articula las afectaciones concretas que la sentencia produciría, así como tampoco una crítica razonada, de las posibles afectaciones de normas federales; por el contrario, se encuentra fundado en meras afirmaciones dogmáticas, sin analizar el caso en concreto, ni las pruebas que lo sustentan.

3) Que a fs. 389/390, obra dictamen del Sr. Procurador General, quien se expide por el rechazo del Recurso de Casación.

4) Que corresponde en primer término, determinar si se cumplen los requisitos establecidos por la Ley de Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.

Que del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo, siendo la resolución que se impugna una Sentencia Definitiva; abonando el depósito correspondiente, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286 y 289 del CPC y C.; debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a, del CPC y C., que el Recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, dijo: 1) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente en el sentido que, para la procedencia del Recurso de Casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la Ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallo ut-supra citado).

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés – el agravio - sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª. Ed., pág. 213) - STJSL “CHÁVEZ MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL DE IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-2007.
2) Que de la lectura del recurso en estudio, se advierte con meridiana claridad, que se plantean cuestiones ajenas a la Casación, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio, busca el cumplimiento de la ley; la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado.

Que en efecto, si bien el demandado sustenta la casación en los supuestos contemplado por el art. 287 de la ley de rito; circunscribiendo sus agravios en la falta de aplicación de normas, no es menos cierto, que los fundamentos desarrollados a lo largo del escrito, se circunscriben a reprochar y cuestionar la apreciación subjetiva realizada por los sentenciantes, en cuanto a la falta de congruencia entre los hechos de la pretensión y las prueba producidas; cuestión que no constituye presupuesto de la presente vía recursiva. 
Es criterio de este Alto Cuerpo, que si de la lectura del Recurso de Casación, se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria, estas son ajenas a la Casación  “La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (STJSL-S.J. Nº 70/10. “BUSTOS DE MOLINA ROSA ISABEL c/ FARMACIA EL CÓNDOR SCS y/o SUS INTEGRANTES y/o P. SORIA y/o JOSÉ BELTRÁN BELLETINI y/o QUIEN RES. RESP. – DESPIDO - C. DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN”, del 14/12/10, entre otros).
Sobre el punto de autos, se ha expedido este Tribunal: “Determinar si ha mediado o no interrupción -total o parcial- del nexo causal entre el hecho y el daño sufrido por el trabajador -víctima de un infortunio o enfermedad del trabajo-, como establecer la existencia de las circunstancias fácticas que rodearon o precedieron el accidente, constituyen cuestiones reservadas a la apreciación de los jueces de grado, y las conclusiones que al respecto éstos formulen sólo pueden ser revisadas en casación mediante la denuncia y efectiva demostración de absurdo. (SCBA, L 112861 S 6-3-2013 Villagra, Anselmo Antonio c/ Altíssimo S.A. y otro s/ Accidente de trabajo)”. (STJSL-S.J. – S.D. Nº 082/14. “PEREIRA SUSANA DEL CARMEN c/ DIFCOR S.R.L. y OTROS s/ DAÑOS y PERJUICIOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”, del 26/06/14; STJSL Nº 109/13 “VELAZQUEZ AGUSTÍN ALBERTO c/ C.R.A.F.M.S.A. S.A. s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN”. Expte. Nº 14-V-12 - IURIX Nº 171217/9, del 04/12/13), que no es el caso de autos.
3) La materia objeto del remedio recursivo, ya ha sido reiteradamente tratada, debiendo estar al caso resuelto por la Corte Suprema el 31/03/2009 in re “RECURSO DE HECHO DEDUCIDO POR LA CAJA ART, EN LA CAUSA “TORRILLO, ATILIO AMADEO y OTRO  c/ GULF OIL ARGENTINA S.A. y OTRO”, y que ha sido fielmente receptado por el Superior Tribunal en autos “SUELDO, JOSÉ OMAR c/ ABRAFIC S.A. D y P – RECURSO DE CASACIÓN” – Expte. Nº 20-S-08, en STJSL S.J. Nº 72/09, del seis de agosto de 2009.

En dicho precedente, se sentó básicamente, que las ART pueden ser responsabilizadas en el marco del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, cuando concurren los presupuestos previstos en este ordenamiento general, para imponer tal responsabilidad (entre ellos el nexo de causalidad adecuada).

Y se esclareció, que para discernir la responsabilidad de las aseguradoras, se debe tener presente la LRT y sus normas complementarias, que establecen las obligaciones de las ART en materia de prevención de los riesgos del trabajo; para cribar a la luz de tales imperativos legales, los cumplimientos u omisiones que se erijan en causal dañadora.

La sentencia de Cámara puso énfasis, en que “la ART no aportó al proceso ninguna prueba que demuestre de su parte el cumplimiento de las obligaciones de control y prevención que le impone la ley de riesgo de trabajo” (fs. 306).

En la causa “SUELDO, JOSÉ OMAR c/ ABRAFIC S.A. – D y P – RECURSO DE CASACIÓN”, se consideró que quien debe producir la prueba, que demuestre el cumplimiento que las leyes le imponen en materia de seguridad y prevención, no es el siniestrado, sino las compañías de seguros, pues ponderó con justicia el Tribunal que “no puede existir duda que era ella (la ART) quien debía acreditarlo” (el cumplimiento de sus obligaciones en materia de seguridad laboral y prevención). En esa línea abundó el STJ. “No puede exigirse al actor la producción de una prueba negativa. Tanto la ART como el demandado empleador, eran las personas que debían contar con los elementos probatorios (…) que acreditaran las tareas de prevención realizadas”.

Lo cierto es que la ART no produjo prueba alguna, tendiente a acreditar el cumplimiento de dichas obligaciones, ya sea las medidas efectivamente tomadas, para mejorar la seguridad y prevenir siniestralidad en el lugar donde se desempeñaba el actor, o denuncias a los respectivos organismos de contralor ante eventuales actitudes remisas del empleador.
Por ello, es de plena aplicación la doctrina “Sueldo”, que como es sabido, es obligatoria (art. 281 CPC y C), correctamente reseñada por el a quo en su sentencia.

4) Cabe recordar aquí, que los jueces de los tribunales de casación, deben ajustar la hermenéutica de la norma que regla el recurso y el encartamiento del hecho, a lo expresamente establecido en la Ley específica; no pudiendo soslayarse que para analizar las transgresiones constitucionales, o para determinar un criterio de justicia, existen otros remedios procesales que no son precisamente los moldes estructurales en que debe transitar el Juez de casación; tanto más cuanto su tergiversación, traería como corolario un abuso de poder que excedería los límites de la potestad jurisdiccional, que para la casación se les ha confiado (Cfr. STJSL, “CEBADA JUAN CARLOS c/ NOEMÍ AGUERRIDO – DESALOJO – RECURSO DE CASACIÓN”, 02-11-05; STJSL-S.J.–S.D. Nº 6/13. “DI NAPOLI FERNANDO ESTEBAN c/ EL ÁREA GIMNASIO y OTROS s/ COBRO DE PESOS” - RECURSO DE CASACIÓN”, del 06/03/13).

Ello nos lleva a sostener que: “... está excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RÚA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, pág. 312).

Por ende, no corresponde en esta oportunidad, juzgar los motivos que formaron la convicción del Tribunal que dictó la sentencia impugnada, señalándose al respecto que: “es insuficiente que el recurso se limite a exteriorizar la discrepancia con las conclusiones del fallo, siendo menester que se demuestre que se haya incurrido en flagrantes incoherencias o la infracción de las leyes de la lógica. Lo contrario es obligar a inferencias impropias de èste recurso” (C. S. Bs. As.: In re – “CARBONEL GREGORIO Nº 23.785, FARIÑA JUAN Nº 24.126).

De ello infiero que la sentencia de fs. 345/350,  cuya casación se pretende, se encuentra debidamente fundada, motivada, y ajustada a derecho. (S.D. N° 93/15 del 31/03/15). No contiene errores sustanciales, capaces de configurar algunas de las causales previstas en los términos del art. 287 del CPC y C, y por lo tanto debe ser confirmada.
Al respecto se tiene dicho, que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el Recurso de Casación, se llegue a este punto con el fin de reeditar la justicia material de la sentencia de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la Ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (Cfr. STJSL, “ROMERO ROQUE DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-05; “BAIGORRIA SILVIA GRACIELA  c/ SAISA – DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN”, 27-03-2007, entre otros).
5) Por tal motivo, corresponde destacar que, con la casación se solicita el reexamen de la sentencia para aplicar en su caso, la corrección jurídica juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la Ley. (STJSL-S.J. Nº 142/12 “LEMUS SALINAS NELLY DEL CARMEN  c/ LUIS ORLANDO VALLEJOS - ALIMENTOS - RECURSO DE CASACIÓN”, del 05/12/12), debiendo surgir ello de los fundamentos esgrimidos por el recurrente, lo que no acontece en autos.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde el rechazo del Recurso deducido, por lo que VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que en consecuencia, corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado, con pérdida del depósito. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros Dres OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Imponer costas al recurrente vencido (art. 68 del CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
                                                                                                                             ///…
///…
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, agosto veinticuatro de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado, con pérdida del depósito.

II) Costas al recurrente vencido.- 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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